

SENTENCIA NÚMERO: TREINTA Y OCHO.
En la ciudad de Córdoba, a los seis días del mes de junio de dos mil siete, siendo las doce horas, se reúnen en Acuerdo Público los Señores Vocales integrantes de la Sala Contencioso Administrativa del Excmo. Tribunal Superior de Justicia, Doctores Domingo Juan Sesin, Aída Lucía Teresa Tarditti y María Esther Cafure de Battistelli, bajo la Presidencia del primero, a fin de dictar sentencia en estos autos caratulados: "VARSI, SILVIA ELENA C/ PROVINCIA DE CÓRDOBA - PLENA JURISDICCIÓN - RECURSO DE APELACIÓN" (Expte. Letra "V", N° 04, iniciado el dieciocho de octubre de dos mil cinco), con motivo del recurso de apelación interpuesto por la parte actora (fs. 148), fijándose las siguientes cuestiones a resolver:-------------------------------------------

PRIMERA CUESTIÓN: ¿Es procedente el recurso de apelación?-----------------

SEGUNDA CUESTIÓN: ¿Qué pronunciamiento corresponde dictar? ------------


Conforme al sorteo que en este acto se realiza los Señores Vocales votan en el siguiente orden: Doctores Domingo Juan Sesin, Aída Lucía Teresa Tarditti y María Esther Cafure de Battistelli.------------------------------------------------------

A LA PRIMERA CUESTIÓN PLANTEADA EL SEÑOR VOCAL DOCTOR DOMINGO JUAN SESIN, DIJO:---------------------------------------- 

1.- A fs. 148 la actora interpone recurso de apelación en contra del Auto Número Cuatrocientos cinco, dictado por la Cámara Contencioso Administrativa de Segunda Nominación el veinte de septiembre de dos mil cinco                      (fs. 143/146), que resolvió: “1.- Rechazar el recurso de reposición interpuesto por la parte actora, y confirmar, en consecuencia, el decreto de fecha 07/06/05 (fs. 131). 2.- Sin costas...”.------------------------------------------------------------------


2.- Concedido por la Judex a-quo (fs. 149), se elevan los autos a este Tribunal (fs. 150vta.), corriéndose traslado a la apelante (fs. 152), quien lo evacua a fs. 153/158, solicitando se revoque la sentencia, con costas.--------------- 


La expresión de agravios admite el siguiente compendio:---------------------

Entiende que el razonamiento expuesto por el A-quo con relación a que “...el acto administrativo dictado es el que causa estado y no es susceptible de ningún recurso en sede gubernativa...” resulta equivocado ya que sí era procedente la articulación de la queja en contra de la resolución que tomando como recurso de reconsideración al reclamo impetrado por su parte, lo denegó por extemporáneo.---------------------------------------------------------------------------


Considera que ello es así conforme la jurisprudencia sentada por este Tribunal, la cual transcribe, sosteniendo que la queja es un recurso obligatorio y no optativo como surge de la letra de la ley y que resulta esencial la intervención del Poder Ejecutivo en los supuestos de denegatoria por razones formales a efectos de evitar un eventual pleito.-------------------------------------------------------

Estima que ello es válido aún en los supuestos en que la denegatoria del reclamo se haya dado a través de la resolución de un recurso de reconsideración y no jerárquico, por parte de la autoridad con facultad de decisión en última instancia -Ministro- en los supuestos del párrafo segundo del artículo 83 de la Ley 7182.--------------------------------------------------------------------------------------

Alega que de tenerse por válido el criterio sustentado por el A-quo, se estaría impidiendo que, frente a una denegatoria por razones formales, se agote la instancia administrativa y se pierda la posibilidad de autocorrección por parte de la Administración, sin conocimiento ni intervención de la máxima autoridad provincial.-------------------------------------------------------------------------------------

Añade que se denegó el reclamo administrativo sobre la base de entender que se trataba de un “recurso” lo cual es improcedente y constituye una interpretación que se aparta de la efectuada en un caso exacto al de la actora que se tramita en la misma Cámara en autos “Populin, Silvia c/ Estado Provincial de Córdoba...”.-----------------------------------------------------------------------------------

Denuncia que si la Administración no hubiera obrado del modo contrario a derecho que se indica, jamás se habría visto en la situación procesal en la que se encuentra.-------------------------------------------------------------------------------------

Destaca que no puede admitirse que el acceso a la justicia contencioso administrativa se convierta en una carrera de obstáculos, por lo que corresponde aplicar un criterio amplio de admisibilidad como regla -in dubio pro actione- y no como el aplicado en el caso que conlleva una arbitraria denegación de justicia.----------------------------------------------------------------------------------------


3.- A fs. 159 se corrió traslado al Señor Fiscal General de la Provincia, expidiéndose la Señora Fiscal Adjunto señalando que el recurso de apelación resulta formalmente improcedente (Dictamen C.A. N° 928 de fecha 5 de diciembre de 2005 (fs. 160/163). ----------------------------------------------------------


4.- Firme y consentido (fs. 164vta. y 165vta.) el decreto de autos (fs. 164), queda la presente causa en condiciones de ser resuelta.--------------------------------


5.- El recurso bajo análisis ha sido oportunamente interpuesto, contra una resolución recurrible dictada en primera instancia y por parte legitimada, razón por la cual corresponde su tratamiento (arts. 43 y ss., C.P.C.A.).---------------------

6.- La resolución de la Cámara a-quo contiene una adecuada relación de causa, la cual debe tenerse por reproducida en la presente a los fines de evitar su innecesaria reiteración (art. 329 C.P.C. y C.).--------------------------------------------


7.- El Tribunal a-quo, mediante el pronunciamiento impugnado                    (fs. 143/146), rechazó el recurso de reposición incoado en contra del proveído de fs. 131, por el que se declaró que la causa no correspondía a esta jurisdicción Contencioso Administrativa, en razón de que la Resolución Número 633/04, atacada por la actora, devino firme, al no haberse deducido en tiempo propio la acción judicial pertinente, según lo establece el artículo 8 de la Ley 7182 y sin que la improcedente interposición de la queja, permita reestablecer el plazo fenecido.--------------------------------------------------------------------------------------- 


Para así resolver, la Juzgadora, transcribiendo la opinión expresada por el Señor Fiscal de Cámara (Dictamen N° 152 del 27/06/2005, cfr. fs. 138/139vta.), esgrimió, entre otros fundamentos, que "...'Si como dice el actor, el ministro del ramo es ‘la autoridad con facultad de decisión en última instancia’ (fs. 136 2do. párrafo), va de suyo que el acto administrativo que dictó (Res. 633/04), es el que ‘causa estado’ pues no es susceptible de ningún recurso en sede gubernativa...” (fs. 144vta.).----------------------------------------------------------------------------------


Aclaró que la acción judicial debió ejercerse “...dentro del plazo que estipula la ley de rito  (arts. 7° y 8° Ley 7.182)  bajo pena de caducidad, porque los términos para plantear la acción contenciosoadministrativa cuando corresponde, sólo 'se interrumpirán por la interposición de los recursos administrativos de que trata éste código, siempre que fueren procedentes...' (art. 65  L.P.A.). …” (fs. 145).-------------------------------------------------------------------

 
8.- Contra estas conclusiones alza su embate recursivo la actora, quien solicita la revocación del decisorio impugnado y la habilitación de la vía contencioso administrativa.----------------------------------------------------------------- 
9.- Entrando al análisis de la cuestión planteada, la simple lectura de la expresión de agravios permite advertir que el recurso intentado no contiene una crítica concreta y razonada del Auto atacado, lo que obsta a la procedencia formal del mismo. La confrontación de los argumentos vertidos en el resolutorio y los reproches esgrimidos en el recurso demuestran tal aserto, desde que la apelante soslaya el embate de argumentos esenciales del fallo (cfr. fs. 144vta./145), en los cuales se examinaron las particularidades del caso sub examen.----------------------------------------------------------------------------------------


Efectivamente, a lo largo de su exposición, la apelante reedita una serie de aseveraciones genéricas y de tenor parcial que ya ha expuesto tanto al demandar (fs. 3vta./5vta.) como al interponer el recurso de reposición (fs. 133/136vta.) e insiste en la trascripción del precedente de esta Sala recaído in re: “Clamer Pedro...” (Sent. Nro. 205/2000), el cual vuelve a citar en esta instancia, casi como único sustento de su escrito recursivo (fs. 155vta./156), interpretando que, en virtud de dicha doctrina judicial, sí resulta procedente la articulación de la queja en contra de la resolución que, tomando como recurso de reconsideración al reclamo impetrado por su parte, denegó el mismo por extemporáneo.---------------


En estas condiciones, emerge incólume a la censura lo sostenido por el   A-quo -reproduciendo lo dictaminado por el Fiscal de Cámara-, en el sentido que la sola lectura del artículo 86 de la Ley de Procedimiento Administrativo dando a las palabras de la ley el significado que tiene en el lenguaje común, desarticula la cita jurisprudencial copiada, ya que en su intento por revertir la solución que le es adversa, el Letrado ha omitido tener en cuenta una cuestión esencial del fallo que trajo en abono a su posición y es, precisamente, que en tal precedente, la cuestión a dirimir consistía en establecer si resultaba necesario interponer la queja ante la denegatoria del recurso jerárquico planteado por la actora a fin de agotar la vía administrativa, lo cual no puede aplicarse al sub lite, donde, en cambio, nunca se presentó un recurso jerárquico y menos aún, si se repara que, según la interpretación del derecho que efectúa la propia recurrente (fs. 136), el recurso jerárquico era en este caso improcedente (art. 70 de la Ley 7182), por lo que tampoco podría haber interrumpido los términos para el ejercicio de la acción  (fs. 145).---------------------------------------------------------------------------------------


10.- Adviértase entonces que, en efecto y como bien señala la recurrente, la queja es un recurso obligatorio y no optativo (fs. 157), pero ello es así siempre que en el caso puntual sea procedente un recurso jerárquico, pues en orden a la verdadera esencia de dicha impugnación, esto es, la posibilidad para el superior jerárquico de ejercer un poder de revisión de legitimidad y de oportunidad, del órgano administrativo que dictó el acto objeto de recurso, sólo cabe concluir que quien interpone recurso jerárquico -ante el Inferior- debe necesariamente obtener la decisión -expresa o tácita- del órgano superior y es ésta la circunstancia que habilita la procedencia de la queja, la razón de ser de su obligatoriedad ante una denegatoria formal de aquél, situación que claramente no se ha dado en autos (cfr. Sent. Nro. 205/2000 in re: “Clamer”).----------------------
En el caso y del repaso detenido de las actuaciones, se advierte que la Administración no ha “perdido su posibilidad de autocorrección” (fs. 156vta.), es que, más allá del esfuerzo de la apelante por demostrar los supuestos errores de la Administración en virtud de los cuales se encuentra en la “situación procesal actual” (fs. 157vta.) y, lo cierto es que, el Ministro de Educación, autoridad con facultades para decidir en última instancia en esta materia, -como la misma recurrente lo apunta (fs 156vta.)- se expidió de manera expresa, mediante la Resolución Número 633/04, entendiendo su reclamo como un Recurso de Reconsideración y esta decisión de la máxima autoridad, fue atacada mediante un recurso de queja, que según lo expuesto, era improcedente y, por tanto, resultaba inhábil para interrumpir el plazo establecido por el artículo 8 de la Ley 7182.-----

Así, la caducidad de la acción está claramente configurada, como adecuadamente lo resolvió el A-quo en ajustada aplicación de las normas procesales vigentes a las circunstancias objetivas de la causa (fs. 145), sin que tenga virtualidad jurídica alguna para modificar el sentido de la resolución recurrida la pretensión de la apelante de que se considere como procedente y obligatoria la interposición en autos del recurso de queja.-----------------------------

11.- Adoptar un criterio distinto al arbitrado por la Judex a-quo, a más de lesionar los principios de buena fe y seguridad jurídica que se vinculan directamente con los caracteres de estabilidad y ejecutoriedad de los actos administrativos, vulneraría el principio de improrrogabilidad de los plazos establecidos con carácter perentorio, tanto en la Ley de Procedimiento Administrativo, como en la Ley de la Materia Contencioso Administrativa (Sent. Nro. 16/1995 "Vivas, Martín R. c/..."; Sent. Nro. 42/1997 "Dauria, Carmen R. ..." y Sent. Nro. 67/2004 "Cuello, Eduardo...").----------------------------------


Por su parte, tratándose de un proceso especial donde el artículo 11 de la Ley 7182 establece que "antes de dar trámite a la demanda" el Tribunal debe verificar la concurrencia de los requisitos legalmente exigidos -entre los que se encuentra el cuestionado en esta causa-, el cumplimiento de tal deber en manera alguna puede constituir un "excesivo rigor formal".------------------------------------


12.- Finalmente, es pertinente señalar que la solución propiciada por el Tribunal de Juicio y confirmada en esta instancia, en manera alguna traduce para la actora una denegación de justicia, ni vulnera el debido proceso y la defensa en juicio, como denuncia a fs. 157vta., ya que el derecho a la tutela judicial efectiva comprende el de obtener una resolución fundada en derecho, la que será de fondo o no, siempre que concurran los requisitos procesales para ello (doctrina in re: "Theaux de D' Intino Clara c/ Caja..." Sentencias Nros. 14/1994 y 18/1996; "Aliaga, Agustín y Otros c/ Provincia de Córdoba..." Sent. Nro. 72/1997, entre muchas). ------------------------------------------------------------------------------


Dicha tutela debe considerarse satisfecha con la obtención de una resolución fundada en derecho, que puede ser de inadmisión o desestimación por algún motivo formal cuando concurra alguna causa legal y así lo acuerde el Tribunal en aplicación razonada de la misma (González Pérez, Jesús, El derecho a la tutela jurisdiccional, Ed. Civitas, 1984, págs. 30 y sgtes. y de mi autoría, "La materia contencioso administrativa en Córdoba", en Revista de Derecho Público, Rubinzal Culzoni Edit., 2003-1, págs. 97 y ss. y "El derecho a la tutela judicial efectiva. Alcance e intensidad en el proceso administrativo actual" en Estudios de Derecho Administrativo, Edic. Dike, Foro de Cuyo, Mendoza marzo 2004, T. X, pág. 137). ----------------------------------------------------------------------


13.- En consecuencia y conforme lo desarrollado supra, corresponde rechazar el recurso interpuesto, debiendo confirmarse la resolución del Tribunal a-quo, desde que en autos no se configuran los presupuestos necesarios para la habilitación de la jurisdicción contencioso administrativa (art. 7 de la Ley 7182).- 


14.- Tratándose de un recurso interpuesto en etapa de habilitación de instancia, no corresponde imponer costas, dado la inexistencia de parte vencida. Ello sin perjuicio del derecho a honorarios que pudiera corresponder a los profesionales intervinientes. ---------------------------------------------------------------


Así voto. ------------------------------------------------------------------------------

A LA PRIMERA CUESTIÓN PLANTEADA LA SEÑORA VOCAL DOCTORA AÍDA LUCÍA TERESA TARDITTI, DIJO:-------------------------

Considero que las razones dadas por el Señor Vocal preopinante deciden acertadamente la presente cuestión y, para evitar inútiles repeticiones, voto en igual forma. ----------------------------------------------------------------------------------

A LA PRIMERA CUESTIÓN PLANTEADA LA SEÑORA VOCAL DOCTORA MARÍA ESTHER CAFURE DE BATTISTELLI, DIJO:--------- 

Comparto los fundamentos y conclusiones vertidos por el Señor Vocal Doctor Domingo Juan Sesin, por lo que haciéndolos míos, me expido en idéntico sentido.----------------------------------------------------------------------------------------

A LA SEGUNDA CUESTIÓN PLANTEADA EL SEÑOR VOCAL DOCTOR DOMINGO JUAN SESIN, DIJO:----------------------------------------- 

Corresponde: I) No hacer lugar al recurso de apelación interpuesto por la actora (fs. 148) en contra del Auto Número Cuatrocientos cinco, dictado por la Cámara Contencioso Administrativa de Segunda Nominación el veinte de septiembre de dos mil cinco (fs. 143/146), sin costas.----------------------------------


II) Disponer que los honorarios profesionales de la Doctora Elena Lilia Quiroga -parte actora- por la labor desarrollada en la presente instancia, sean regulados por la Cámara a-quo, si correspondiera (arts. 1 y 25 de la Ley 8226), previo emplazamiento (art. 25 bis ib.), en el treinta por ciento (30%) del mínimo de la escala del artículo 34 de la Ley Arancelaria (art. 37 ib.) teniendo en cuenta las pautas del artículo 29 ib., los que serán abonados por su comitente (art. 14 ib.).---------------------------------------------------------------------------------------------


Así voto.-------------------------------------------------------------------------------

A LA SEGUNDA CUESTIÓN PLANTEADA LA SEÑORA VOCAL DOCTORA AÍDA LUCÍA TERESA TARDITTI, DIJO:-------------------------

Estimo correcta la solución que da el Señor Vocal preopinante, por lo que adhiero a la misma en un todo, votando en consecuencia, de igual forma.----------

A LA SEGUNDA CUESTIÓN PLANTEADA LA SEÑORA VOCAL DOCTORA MARÍA ESTHER CAFURE DE BATTISTELLI, DIJO:---------


Voto en igual sentido que el Señor Vocal Doctor Domingo Juan Sesin, por haber expresado la conclusión que se desprende lógicamente de los fundamentos vertidos en la respuesta a la primera cuestión planteada, compartiéndola plenamente.----------------------------------------------------------------------------------- 


Por el resultado de los votos emitidos, previo acuerdo, el Excmo. Tribunal Superior de Justicia, por intermedio de su Sala Contencioso Administrativa,-------

RESUELVE:---------------------------------------------------------------------------------


I) No hacer lugar al recurso de apelación interpuesto por la actora (fs. 148) en contra del Auto Número Cuatrocientos cinco, dictado por la Cámara Contencioso Administrativa de Segunda Nominación el veinte de septiembre de dos mil cinco (fs. 143/146), sin costas.---------------------------------------------------


II) Disponer que los honorarios profesionales de la Doctora Elena Lilia Quiroga -parte actora- por la labor desarrollada en la presente instancia, sean regulados por la Cámara a-quo, si correspondiera (arts. 1 y 25, Ley 8226), previo emplazamiento (art. 25 bis ib.), en el treinta por ciento (30%) del mínimo de la escala del artículo 34 de la Ley Arancelaria (art. 37 ib.) teniendo en cuenta las pautas del artículo 29 ib., los que serán abonados por su comitente (art. 14 ib.)----


Protocolizar, dar copia y bajar.-

VOCALES: DRES. SESIN – TARDITTI – CAFURE DE  BATTISTELLI.
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